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Capítulo 9
Justicia constitucional sin 
rumbo: la eliminación de las 
Salas de la Suprema Corte
José Omar Hernández Salgado1 y Mariana Velasco Rivera2

I. La reforma judicial y las Salas
de la Suprema Corte
Para cualquiera no familiarizado con el funcionamiento de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación (SCJN) es fácil concluir que ésta trabajaba siempre 
de la misma manera: once personas togadas sentadas en una herradura mien-
tras deliberaban sobre problemas jurídicos. Esta imagen, sin embargo, sólo 
cuenta una parte de la historia.

El diseño de la operación de la SCJN descansaba, en realidad, en tres 
órganos distintos: el Pleno y dos Salas. Aunque cada uno resolvía asuntos, 
los tipos de juicios que analizaban, sus reglas de funcionamiento e impacto 
en el orden jurídico eran muy distintos. 

El Pleno coincidía con la imagen arriba esbozada: sesionaba con once 
integrantes de la SCJN, tres veces por semana, enfocándose en casos en 
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rector General de la Coordinación de Compilación y Sistematización de Tesis, Suprema Corte 
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2	 Profesora de tiempo completo, Maynooth University, School of Law and Criminology, Irlanda.

Libro completo en: https://tinyurl.com/39a7h6uu
2025. Nexos, Sociedad, Ciencia y Literatura S. A. de C. V., https://www.nexos.com.mx/
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv



106

los que se impugnan normas generales que contradicen a la Constitución. 
En concreto, las acciones de inconstitucionalidad, cuando se estima que se 
viola algún derecho humano, y las controversias constitucionales, cuando 
se considera que se transgredió el arreglo competencial, en términos de la 
división de poderes o el federalismo. Por esta razón, podría decirse que el 
Pleno se concentraba en el análisis de los problemas jurídicos con un impacto 
estructural en el sistema jurídico mexicano. 

Las Salas, por su parte, integradas por cinco ministros cada una, sesio-
naban una vez por semana y básicamente conocían de juicios de amparo 
según la materia de su especialización. La Primera Sala en asuntos civiles 
y penales; mientras que la Segunda administrativos y laborales.3 Por ello,  
se puede decir que las Salas se abocaban al estudio de asuntos que partían de 
problemas concretos planteados por la población. 

Ahora bien, entre los ajustes que implicó la reforma judicial Obrador-
Sheinbaum, uno no menor fue eliminar precisamente estas Salas desde el 
momento en que formalizó su ingresó al orden jurídico mexicano, es decir, 
el 15 de septiembre de 2024. A pesar de esto, gracias a un acuerdo del Pleno 
de la SCJN se determinó que éstas siguieran funcionando hasta que la nueva 
integración de nueve ministros electos, mediante el voto popular en junio de 
2025, entrase en funciones.4

Esto significa que las consecuencias de eliminar las Salas se apreciarán 
con nitidez hasta que la nueva SCJN inicie funciones en septiembre de 2025. 

Este texto tiene como objetivo hacer un breve repaso de la relevancia 
que tenían las Salas de la SCJN en la justicia constitucional. Para luego 
problematizar en torno a las eventuales consecuencias —en particular, en la 
administración de justicia en el país— del modelo adoptado por la reforma 
judicial que las eliminó.

3	 Acuerdo General 1/2023. En realidad, la distribución era más compleja: debido a la alta carga 
de asuntos fiscales que la SCJN resolvía, previo al 2006, se decidió que la materia adminis-
trativa fuera distribuida entre las dos salas para equilibrar las cargas de trabajo y así acelerar 
la resolución de asuntos.

4	 El Pleno no emitió un documento formal que plasmara esta decisión; sin embargo, en algu-
nas sesiones las y los ministros han hecho referencia a un acuerdo adoptado en una sesión 
privada en este sentido.
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II. ¿Qué hacían las Salas y cuál era su importancia?
La SCJN es un tribunal constitucional atípico por varias razones. Una de 
ellas es la gran cantidad de asuntos que recibe, conoce y resuelve. En 2024, 
recibió 16,066 asuntos; de ellos, 3,853 se turnaron a las y los ministros para 
ser estudiados.5 En el mismo año, resolvió 4,317 asuntos: 479 por el Pleno, en  
150 sesiones; 1,868, por la Primera Sala; y 2,009, por la Segunda —ambas 
en tan sólo 37 sesiones—.6 

La asimetría entre la cantidad de asuntos resueltos y sesiones celebradas 
por las Salas respecto el Pleno se explica, en buena medida, por dos razones. 

La primera tiene que ver con la especialización que antes apuntamos; es 
decir, concentrar asuntos de forma temática entre ciertos ministros permite 
mayor celeridad para su resolución. La segunda se relaciona con las diferen-
tes condiciones deliberativas. Mientras que en el Pleno la regla consistía en 
analizar y votar de manera pública y mediática, cada apartado de cada pro-
yecto de sentencia; en las Salas, por el contrario, no había discusión pública 
y mediática. Más bien, las y los ministros se enfocaban en tan sólo un puñado 
de asuntos, mientras que los restantes se aprobaban en bloque (a partir del 
análisis al interior y entre los equipos de los ministros). Esto permitía que la 
Salas decidieran desde cuarenta hasta setenta asuntos en una misma sesión.

Así, de manera esquemática, se podría decir que la deliberación sustan-
tiva de los asuntos resueltos en Salas sucedía de forma escrita, mientras que 
la del pleno era oral, con las implicaciones de que su carácter fuese público 
y mediático.

Una de las virtudes del método de trabajo del Pleno es que la deliberación 
oral de los asuntos cumplía una función pedagógica y de transparencia. En 
efecto, como se apuntó, las sesiones destacaron por su publicidad y trans-
misión por televisión, además de difundirse las versiones taquigráficas en la 
página de la SCJN.7 Si bien esto es una anomalía frente a casi el resto de los 
tribunales constitucionales (salvo el caso de Brasil), con costos en la calidad 

5	 La diferencia se explica en virtud de que muchos asuntos no se turnan por no cumplir los 
requisitos de procedencia o porque son remitidos a los Plenos Regionales o Tribunales Cole-
giados de Circuito, conforme a los Acuerdos Generales emitidos por el Pleno.

6	 Informe Anual de Labores del Poder Judicial de la Federación 2024, páginas 29 y 30. 
7	 Ver, SCJN, Versiones Taquigráficas, https://www.scjn.gob.mx/multimedia/versiones-taquigraficas. 
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deliberativa, también es cierto que permite un mejor entendimiento de los 
casos estudiados, además de distinguir los posicionamientos y razonamientos 
de las y los integrantes de la SCJN. 

Esto no sucedía en las Salas, pues las notas y escritos que se intercambian 
nunca eran públicos, además de que las sesiones (transmisión y versiones 
taquigráficas) solo reflejaban la votación en bloque de los asuntos —es decir, 
no había deliberación—. En el mejor de los casos, si uno quería comprender 
la posición de cierto ministro en un asunto resuelto en Sala era indispensable 
esperar en su caso a que elaborara un voto disidente, cuya publicación sucedía 
semanas o meses después de la votación en cuestión. 

La falta de deliberación a detalle en las Salas permitía resolver una gran 
cantidad de asuntos, pero también generar tesis aisladas o de jurisprudencia 
que orientaban u obligaban al resto de los órganos jurisdiccionales del país. 
Esta función era importante para armonizar y agilizar la administración de 
justicia. La Tabla 1 muestra la importancia de las Salas en esta tarea. Como se 
puede observar del total de las tesis aisladas y jurisprudenciales en el Sema-
nario Judicial de la Federación a partir de la Constitución de 1917, el 85.62 % 
fueron generadas por las Salas, mientras el resto por el Pleno de la SCJN. 

Tabla 1
Tesis aisladas y jurisprudencias de la SCJN en el SJF desde 19178

Época Pleno Primera 
Sala

Segunda 
Sala

Tercera 
Sala

Cuarta 
Sala

Sala 
Auxiliar Total

11a. 48 813 386 - - - 1,247

10a. 678 3,731 2,609  - - - 7,018

9a. 3,356 3,483 4,869 - - - 11,708

8a. 751 230 247 1,155 404 21 2,808

7a. 1,959 3,093 2,467 3,185 2,515 1,462 14,681

6a. 1,604 7,034 4,859 4,385 5,384 - 23,266

5a. 16,292 26,400 22,757 24,165 18,692 2,646 110,952

Total 24,688 44,784 38,194 32,890 26,995 4,129 171,680

8	 Elaboración propia a partir de la información del Semanario Judicial de la Federación al día 
24 de enero de 2025.
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III. La justicia constitucional sin las Salas 
de la Suprema Corte
La interrogante que surge como resultado de la eliminación de las Salas es: 
¿qué sucederá con la cantidad de asuntos que resolvían? Y, en consecuencia, 
¿cuál será el impacto de esa redistribución de asuntos en la justicia cons-
titucional? Antes de esbozar una respuesta es indispensable tener presente 
que previo a esta reforma judicial, la Constitución facultaba a la SCJN para 
expedir acuerdos generales con miras a distribuir los asuntos de su compe-
tencia entre las Salas, los Plenos Regionales y los Tribunales Colegiados 
de Circuito.9 

En ejercicio de esa facultad, el Pleno expidió diversos acuerdos para dis-
tribuir asuntos de su competencia originaria.10 El último de ellos11, previo a 
la reforma, especificaba qué asuntos conservaba el Pleno para su resolución 
(las acciones de inconstitucionalidad, salvo las que deban sobreseer, y las 
controversias constitucionales respecto de normas generales); los que se es-
tudiaban en las Salas (de manera residual, los de la competencia de la SCJN 
que no conservaba el Pleno y no se remitían a los Tribunales Colegiados), 
y los que debían remitirse a los Tribunales Colegiados de Circuito. Este 
Acuerdo también determinó los criterios para que la SCJN pudiese reasumir 
su competencia originaria en asuntos que se encontraran en cualquiera de los 
órganos antes mencionados. 

La nueva Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación12 suprimió 
toda referencia a las Salas, pero no modificó los asuntos que son competencia 
de la SCJN, mismos que ahora corresponden sólo al Pleno.13 Así, al revisar 
tanto el texto constitucional como el legal, después de la reforma judicial, 
no es posible hallar una respuesta de cómo se procesarán los asuntos que 

9	 Artículo 94, párrafo noveno, de la Constitución vigente al 14 de septiembre de 2024.
10	 Ver entre otros los Acuerdos Generales 5/2001, 8/2003, 3/2008, 12/2009, 11/2010, 5/2013 y 

1/2023.
11	 Acuerdo General Plenario 1/2023, de 26 de enero de 2023, relativo a la determinación de 

los asuntos que el Pleno conservará para su resolución, y el envío de los de su competencia 
originaria a las Salas y a los Tribunales Colegiados de Circuito.

12	 Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 20 de diciembre de 2024.
13	 Artículo 16 de la nueva Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, Diario Oficial de la 

Federación, 20 de diciembre de 2024.
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antes correspondían a las Salas de la SCJN. Ante ello, sin embargo, podemos 
advertir algunos escenarios. 

El primero es que el Pleno absorba el total de asuntos que anualmente se 
procesaban en la SCJN. Esto por sí solo implicaría que este órgano de la SCJN 
resuelva cada año alrededor de cuatro mil casos. Si asumimos que dicho órga-
no continuará sesionando tres veces por semana, ello se traduciría en resolver 
aproximadamente 27 asuntos por sesión. Además de la complejidad misma de 
desahogar este número de casos, debemos destacar que esa tarea se realizaría 
con menos recursos humanos. Dado que la nueva integración de la SCJN será 
de nueve integrantes, de los cuales lo más probable es que sólo ocho elaboren 
proyectos de sentencias (pues hasta esta reforma el ministro o ministra que 
asumía la presidencia de la SCJN, por la carga administrativa que implica 
este cargo, no tenía la responsabilidad de preparar proyectos de decisiones).14 

Sobra mencionar que este escenario tendría un impacto mayúsculo en 
la forma de deliberación. La SCJN se vería forzada a adoptar el método de 
trabajo que tenían las Salas, en detrimento de un análisis minucioso de los 
casos y de una deliberación pública entre las y los ministros en cada uno de 
los casos durante las sesiones.

Otro escenario, bajo la misma premisa de que el Pleno decida asumir por 
entero la carga de la SCJN y con el compromiso de garantizar transparencia y 
deliberación, es que continúe con un método de trabajo en el que se discutan 
los asuntos en las condiciones deliberativas previas a la reforma. Sin embar-
go, de mantener su funcionamiento sin mayor cambio, sería casi imposible 
que pudiese resolver el número de casos que antes resolvía a través del Pleno 
y las dos Salas. Si consideramos, por ejemplo, el total de asuntos resueltos 
por el Pleno en 2024, se observa que decidió un promedio de tres por sesión. 
Tomando en cuenta que, por regla general, cada sesión suele durar tres horas15 

14	 Adicionalmente, existe la duda de si el equipo de trabajo de los dos ministros que ya no estarán (las 
llamadas “las ponencias”) serán absorbidos por los restantes o si esas plazas serán suprimidas.

15	 De acuerdo con el Reglamento de la Suprema Corte, las sesiones deben iniciar a las 11 hrs. 
No obstante, en realidad, suelen iniciar pasadas las 11:30 hrs e incluso más tarde cuando las 
y los ministros realizan sesiones privadas para tratar asuntos de carácter administrativo, por 
ejemplo. Aunque es previsible que la discusión de asuntos no jurisdiccionales se reduzca por 
la reciente creación del órgano de administración, el horario actual de discusión sería igual-
mente insuficiente para mantener el ritmo actual de trabajo.



111

como máximo,16 esto significa que, en este escenario, para procesar los mis-
mos cuatro mil casos con el mismo tipo de deliberación, el Pleno necesitaría 
aproximadamente mil trescientas sesiones. Esto es, necesitaría más de tres 
años, sesionando todos los días, incluidos sábados y domingos, para resolver 
este cúmulo de asuntos.

Vale recordar que una de las justificaciones de la reforma judicial Obra-
dor-Sheinbaum fue que la administración de justicia era muy lenta. Y, por 
ello, como parte de este cambio se incluyó en el texto constitucional tiempos 
máximos para resolver cierto tipo de asuntos y de medios de control constitu-
cional.17 En este panorama, resulta claro que el objetivo de una administración 
de justicia expedita no se alcanzaría, ni con un incremento inviable de asuntos 
por día ni sesiones más extensas —sin considerar el desgaste que conllevaría 
para las y los ministros, así como para sus respectivos equipos de trabajo—. 

Otra posibilidad, sin embargo, es que la SCJN decida ampliar el tipo de 
asuntos que remite a los Tribunales Colegiados de Circuito y a los Plenos 
Regionales. Es decir, ante la imposibilidad de procesar su carga de trabajo 
únicamente a través del Pleno, las y los ministros pueden decidir que la SCJN 
concentre en cierto tipo de asuntos y delegue el resto a los mencionados 
órganos jurisdiccionales. Aprovechando que la reforma judicial mantuvo la 
facultad constitucional de la SCJN para remitir asuntos a otras instancias.18 

16	 Es una práctica que las sesiones se levanten a las 14:00 hrs. De manera excepcional, la 
SCJN ha decidido continuar el análisis de cierto asunto más allá de la hora establecida 
en el Reglamento, hasta su conclusión. Esto sucedió, por ejemplo, cuando se discutió la 
acción de inconstitucionalidad 64/2021, relacionada con la Ley de la Industria Eléctrica y, 
también, al resolver la diversa 164/2024 relacionada como la reforma constitucional en 
materia de Poder Judicial. 

17	 El artículo 17, párrafo segundo, de la Constitución vigente establece lo siguiente: “Las leyes 
preverán las cuantías y supuestos en materia tributaria en las cuales tanto los Tribunales Ad-
ministrativos como las Juezas y Jueces de Distrito y Tribunales de Circuito del Poder Judicial 
de la Federación o, en su caso, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, deberán resolver 
en un máximo de seis meses, contados a partir del conocimiento del asunto por parte de la 
autoridad competente. En caso de cumplirse con el plazo señalado y que no se haya dictado 
sentencia, el órgano jurisdiccional que conozca del asunto deberá dar aviso inmediato al Tri-
bunal de Disciplina Judicial y justificar las razones de dicha demora o, en su caso, dar vista al 
órgano interno de control tratándose de Tribunales Administrativos”.

18	 “...expedir acuerdos generales, a fin de lograr una adecuada distribución de los asuntos que 
competa conocer a la Corte, así como remitir asuntos a los Plenos Regionales y a los Tribuna-
les Colegiados de Circuito, para mayor prontitud en el despacho de los mismos”. Artículo 94 
de la Constitución, párrafo noveno, Diario Oficial de la Federación, 15 de septiembre de 2024.



112

Pero si bien esta ruta es en principio viable, no está exenta de problemas. 
En primer lugar, es difícil reducir la carga de trabajo dado que ni constitu-
cional ni legalmente se modificaron las competencias de la SCJN. De hecho, 
la nueva ley orgánica del poder judicial es un espejo de la anterior en lo que 
respecta a los asuntos que le corresponden al tribunal constitucional.19 

Otro reto reside en que la distribución de asuntos adicionales a los que 
ya se delegaban previo a la reforma, generaría otros inconvenientes. Por un 
lado, como ya se apuntó, por diseño constitucional sería imposible delegar 
ciertos asuntos, tales como controversias constitucionales, acciones de in-
constitucionalidad, declaratorias generales de inconstitucionalidad, revisión 
de la constitucionalidad de las consultas populares, así como declaratorias 
expedidas por el Ejecutivo federal durante una suspensión de derechos y ga-
rantías. Dichos procedimientos se le asignan a la SCJN por su relación con 
los demás poderes, dado que se trata del tribunal constitucional y el órgano 
cúspide del Poder Judicial de la Federación. 

Un segundo grupo de asuntos también sería imposible delegar sea porque 
revisan actos al interior de la SCJN, como recusaciones, excusas e impe-
dimentos de las y los ministros, así como los recursos de revisión contra 
los acuerdos de trámite de la presidencia. O porque conllevan la resolución 
de conflictos entre diversos órganos jurisdiccionales que deben ser resuel-
tos precisamente por un órgano superior, tales como las contradicciones  
o conflictos competenciales entre Plenos Regionales. En cualquier caso, este 
conjunto de asuntos no se traduciría en una disminución significativa de la 
carga de trabajo.

Los asuntos, entonces, que por su volumen podrían ser relevantes para 
delegarse a los Plenos Regionales o a los Tribunales Colegiados de Circuito 
son los recursos de revisión que se interponen en contra de juicios de am-
paros directos e indirectos. Este envío, sin embargo, tampoco estaría libre 
de desafíos. 

19	 Los cambios sustantivos son únicamente dos: se suprimió la competencia de la SCJN para 
conocer del recurso de revocación que se interpusiera contra la Comisión de Conflictos La-
borales del Poder Judicial de la Federación, y se agregó la competencia para resolver las 
contradicciones de criterios entre Plenos Regionales.
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En el caso de los amparos directos en revisión, si bien es cierto que se 
tratan de los asuntos que implican la mayor carga de trabajo20, es importante 
recordar que en nuestra historia constitucional se ha cuestionado de manera 
reiterada que exista un juicio de amparo para revisar las sentencias dictadas 
por los tribunales de las entidades federativas, pues conlleva subordinarlas a 
la federación. Por esta razón, el recurso que permite revisar esas sentencias 
de amparo es de carácter excepcional; y, por ello, su existencia se justifi-
ca, no como un derecho de las partes en el juicio, sino como una potestad 
discrecional de la SCJN que le permite valorar su admisión en función de 
que su resolución permitirá definir un criterio de relevancia para el orden 
jurídico en general21. Si esta es la razón de existir de este recurso, sería una 
incongruencia argüir que sólo la SCJN puede determinar que cierto asunto 
goza de excepcionalidad y, a su vez, delegue esta facultad a una pluralidad 
de órganos (puntualmente los Plenos Regionales). 

Un desafío adicional relacionado con la eventual delegación de amparos 
directos en revisión a los Plenos de Circuito está en su instrumentación. Esta 
medida tendría un impacto presupuestal ya que estos órganos no cuentan con 
la infraestructura necesaria para tramitar y procesar ese número de asuntos. 
Es decir, se requeriría ampliar su personal para contar con la capacidad de 
trabajo necesaria para procesar tal volumen de asuntos. Lo cual iría en contra 
de la política de austeridad del gobierno de la presidenta Sheinbaum, quien 
para el año 2025, a pesar de la inminente entrada en vigor de la reforma judi-
cial, impulsó —con el apoyo de su coalición partidista en el Congreso— uno 
de los recortes presupuestales al Poder Judicial de la Federación más grandes 
en su historia contemporánea.

En cuanto a las revisiones de amparos indirectos, es importante recordar 
que ya, antes de la reforma, un número importante eran resueltos por los 
Tribunales Colegiados de Circuito; en concreto, aquellos que no planteaban 
una cuestión de constitucionalidad, los que se promovían contra leyes locales 

20	 En 2024 se promovieron más de 8,300 amparos directos en revisión, de los cuales sólo se 
turnaron a ponencia 1,523 (menos del 18 %). Ver Informe Anual de Labores del Poder Judicial 
de la Federación 2024, página 45.

21	 Al respecto, véase lo desarrollado por la Segunda Sala de la SCJN en el amparo directo en 
revisión 6686/2016, fallado en la sesión del 22 de marzo de 2017.
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y/o reglamentos federales o locales, así como los que eran iniciados contra 
leyes federales cuando existe jurisprudencia. Esta delegación permitía que 
la SCJN se abocara en los asuntos promovidos contra leyes federales cuyo 
problema de constitucionalidad resultaba novedoso. En este sentido, la única 
posible adición a la lista de amparos indirectos delegados a los Tribunales 
Colegiados serían justo ese tipo de amparos. 

En 2024, el impacto en términos de carga de trabajo para la SCJN de estos 
asuntos fue de 832 asuntos, de los cuales 486 fueron admitidos, 263 desecha-
dos y 80 devueltos a los Colegiados.22 Aunque es cierto que delegarlos en su 
totalidad disminuiría de manera considerable la carga de trabajo de la SCJN, 
vale la pena tener en cuenta los problemas de sobrecarga de trabajo y demora 
en la resolución de asuntos que ya existen en los Tribunales Colegiados de 
Circuito. De tal manera que optar por este camino, una vez más, exigiría 
un replanteamiento presupuestal para dotar a los Tribunales Colegiados de 
capacidad para procesar esta carga adicional de trabajo. 

IV. Conclusiones 
Las Salas de la SCJN cumplían una función fundamental para la justicia 
constitucional de nuestro país. No sólo porque eran los órganos que desaho-
gaban más asuntos y, con ello, se combatía el rezago con miras a lograr una 
impartición de justicia pronta y expedita. También porque en las Salas se 
desarrollaron muchos de los criterios jurisprudenciales que han modernizado 
al sistema de justicia. Desde nuestra perspectiva, es indudable que la justicia 
constitucional pierde con su supresión. Sin duda, la justicia será más lenta, 
más discrecional y con menos calidad deliberativa. De ahí que las débiles 
—de hecho, prácticamente nulas— razones que se expusieron o que llevaron 
a su supresión resultan desconcertantes. 

La nueva integración de la SCJN no tendrá nada fácil la tarea de reestruc-
turar su forma de trabajo para desahogar asuntos sin la existencia de las Salas. 
Existen muchos y muy complejos temas que subyacen a las decisiones que les 
tocará adoptar a las y los primeros ministros electos por voto popular. ¿Cómo 
lograr una mejor justicia? ¿De qué manera asegurar una justicia más rápida y 

22	 Informe Anual de Labores del Poder Judicial de la Federación 2024, página 42. 
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con argumentos más sólidos? ¿Cómo garantizar una justicia más transparente 
y cercana a la ciudadanía? Estas y otras preguntas en sí mismas complejas, 
lo serán más todavía sin el apoyo de las Salas de la SCJN.

Decía el filósofo español George Santayana que aquellos que no pueden 
recordar el pasado están condenados a repetirlo. El diseño original de la 
Constitución de 1917 suprimió las Salas que existían en la Constitución de 
1857, siguiendo en parte a Emilio Rabasa en La Constitución y la Dictadura, 
para quien las Salas impedían que se manifestara de manera clara e indubi-
table “la voz” de la SCJN. Bastó, no obstante, el mero transcurso del tiempo 
para recular y restablecer las Salas e, incluso, incrementar su número. 

El sistema constitucional mexicano es complejo y abigarrado; muestra de 
ello es la doble tarea que tiene la SCJN: tribunal constitucional y, al mismo 
tiempo, Corte Suprema. Mientras ese doble rol se mantenga, las Salas sirven 
para un mejor funcionamiento del engranaje de la justicia en el país. ¿Cuán-
to tiempo transcurrirá para que aquellos que las eliminaron de un plumazo 
se den cuenta de lo necesarias y útiles que eran? Mientras eso suceda, las 
consecuencias de una justicia constitucional más lenta y menos deliberativa 
serán absorbidas principalmente, como siempre, por las personas más vul-
nerables del país.


